


El dinamismo del proceso de 
inconstitucionalidad en el Estado 

Constitucional de Derecho 

El presente especial de Gaceta Constitucional 
dedicado al proceso de inconstitucionalidad 
nos lnvíta a reflexionar acerca de una insti­
tución .que, aunque muy clara con su finali­
dad de realizar justicia constitut:ional a través 
de un órgano especializado, se nos presenta 
con10 un ejemplo n1ás de Ja progresiva pre­
sencia del j udicialisn10 a partir de las senten­
cias del Tvláximo Intérprete Constitucional. 

En un Estado Constitucional de. Derecho el 
dinamismo jurisprudencia! se expresa en la 
producción interpretativa que comple1nente 
lo establecido por la ('.onstitución y su legis­
lación de desarrollo; cubra lagunas existentes 
en el ordenamiento y establezca unas reglas 
jnrídicas que luego se conviertan en prece~ 
dentes vinculantes. En ese sentido, el proceso 
de inconstitucionalidad no ha estado exen­
to de in1po1iantes resoluciones judiciales que 
han contribuido con su desarrollo más allá de 
las disposiciones de Ja Carta de 1993 y el Có­
digo Procesal Constitucional len adelante, el 
código), respectiva111ente. 

Si analizamos la acción de inconstitucionali­
dad en el marco de las fuentes constituciona­
les, la jurisprudencia, doctrina y legislación 

nos explican el contenido de la institución 
con10 8i fuese un proceso de naturaleza abs­
tracta, pero en la práctica se puede eviden­
ciar litigantes 1nuy concretos y hasta pode­
rosos, pues nos encontrantos ante un proceso 
de puro derecho que podría surgir entre nada 
n1cnos que el Presidente de la República y 
el Congreso de la República; el defensor de! 
pueblo contra el Ejecutivo, o las firmas de un 
importante nútnero de cíudadanos litigando 
contra un (Jobiemo regional, por poner solo 
tres ejen1plos. 

Debemos en1pezar a preguntan1os si en la 
práctica e.s posible que se trate de un proce­
so abstracto, dado que admite litigantes que 
de1nandan una concreta justicia constitucio­
nal. En nuestra opinión, un proceso reahnente 
abstracto de inconstítucionalidad se produce 
solo en la medida en que se trate de la rea­
lización de un efectivo control previo, como 
ocurre en el Consejo Cnnstitucional francés, 
por ejemplo. f)esde un punto de vista realis­
ta, cuando hace1nos referencia al procesn de 
inconstitucionalidad, lll)S estan1os refiriendo 
a una ley o non11a del mistno rango, que ha 
sido promulgada, que puede estar vulnerando 
los derechos fundan1entales de los ciudadanos 
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y que solo aquellos. proba-
blemente los más influ­
yentes, serán los que pue­
dnn interponerla al poder 
acceder a alguno de los 
titulares con legitimidad 
procesal activa. 

Como sabemos. la acción 
de inconstitucionalidad se 

Sería un error sostener que el 
Colegiado deroga la norma 
-la Constitución no dice eso ex­
presamente- sino que simple­
mente la deja sin efecto. 

de ley, o norma del mis­
mo rango, que todavía 
no ha sido promulgada 
y que, por tanto, todavía 
no ha producido efectos 
inconstitucionales. 

En la misma línea, tam­
bién sería un error soste-

encuentra regulada entre los artículos 98 y 
108 del código. su finalidad es garantizar la 
primacía constitucional frente a las leyes. 
o normas con rango de ley, que por el fon­
do o la forma sean contrarias a las disposi­
ciones constitucionales. Nos referimos a las 
leyes, decretos legislativos, decretos de ur­
gencia, los tratados internacionales, el regla­
mento parlamentario, normas regionales de 
carácter general y las ordenanzas municipa­
les. Sin embargo, el judicialismo producido a 
partir de las sentencias del Tribunal Constitu­
cional nos explica que el inciso 4) del artículo 
200 no es una lista cerrada sino abierta a la in­
terpretación, pues los decretos leyes y las nor­
mas con rango de ley derogadas que sigan 
surtiendo erectos inconstitucionales- también 
se encontrarían bajo su observancia y control 
constitucional. 

Para que el Tribunal Constitucional declare 
inconstitucional una norma con rango de ley, 
se exige una mayo ria de cinco votos conformes 
de un total de siete magistrados. Sus efectos 
son generales a diferencia de la inaplicación 
de una norma por un juez ordinario que solo 
tiene efectos entre las partes de un caso con­
creto: no obstante, para mayor abundamir..:nto, 
si el proceso fuera realmente abstracto no ha­
bría necesidad de concederle efecto erga 0 111-

nes. pues nos encontramos con un proyecto 

ner que el Colegiado de­
roga la norma la Constitución no dice eso 
expresamente- sino que simplemente: la deja 
sin efecto, es decir. la norma se mantiene 
"con vida" pero en "estado vegetal" utilizan­
do sensibles ténninos médicos. 

En apariencia, los llamados controles difu­
so y concentrado son como dos líneas para­
lelas que no se cruzan, pero el artículo sexto 
del título preliminar del código establece que 
"[l]os jueces no pueden dejar de aplicar una 
norma cuya constitucionalidad haya sido con­
firmada en un proceso de inconstitucionali­
dad ( ... )": una disposición que conftm1a la 
naturaleza y posición del Tribunal Constitu­
cional como Máximo Intérprete de la Carta 
de 1993. 

En resumen, nos encontramos ante una ley, 
o norma del mismo rango, que ha sido pro­
mulgada. que durante su vigencia puede estar 
afectando masivamente los derechos funda­
mentales. y que solo aquellos legitimados ac­
tivamente o quienes sean capaces de acceder a 
ellos. podrán iniciar un proceso de inconstitu­
cional idad. lo cual la convierte en un proceso 
potencialmente elitista. siendo más popular el 
proceso colombiano que puede ser interpues­
to por cualquier ciudadano, o sin ir muy lejos, 
la interposición de una demanda de ampa­
ro por estar al alcance de cualquier ciudada­
no•. Por todo lo anterior, si reconocemos que 

El articulo 242 de la Constitución colombiana de 1991 establece que .. [llo~ procesos que se adelanten ante la Corte 
Constitucional en las materia~ a que se refiere cMe titulo. serán regulado., por la le) conforme a las siguientes di<;po­
sicioncs: ( 1 J Cualquier ciudadano podr.í ejercer l;c, acciones públicas pre\ btas en d artículo precedente, e intcncnir 
como impugnador o de tensor de las nonnas sometidas a control en los procesos promovidos por otros, así como en 
aquellos para los cuales nu c:1.ist.: acción pública". 
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realmente no se trata de un proceso abstracto, 
el código debería permitir una medida caute­
lar. En ese sentido, consideramos que el inicio 
de un proceso de inconstitucionalidad justifi­
ca la presentación de una demanda de amparo 
en paralelo, precisamente para lograr una me­
dida cautelar que suspenda Ja posible afecta­
ción de derechos y libertades. 

Con relación a las instituciones con legitima­
ción activa, la Constitución establece que son 
capaces para interponer una acción de incons­
tituciona!idad el Presidente de la República, 
los parlamentarios, el Fiscal de la Nación, el 
Defensor del Pueblo, los ciudadanos, los co­
legios profesionales y los presidentes regio­
nales. De todos ellos, consideramos inapro­
piada la incorporación de la Presidencia de la 
República, ya que, si bien podría ser una fa­
cultad discrecional de un Jefe de Estado en un 
parla1ncntaris1no, se presenta como una atri­
bución desmedida en un modelo presidencial 
donde el titular del Ejecutivo es tanto Jefe 
de Estado como de gobierno; además, que el 
Presidente de la República posea una legiti-
1nación activa directa tampoco es común en el 
Derecho Constitucional Comparado. 

Por otra parte, la Corte Suprema brilla por su 
ausencia como natural titular de una legitima­
ción activa plena, Como era reconocido bajo 
la Constitución de 1979, incu1npliéndose una 
regla "del que tuvo retuvo'', muy común en 
las prácticas constituyentes más conservado­
ras de revisión de las instituciones y confir­
n1ación de las competencias que se inspiran 
en las formas democráticas y defensa de los 
derechos fundamentales. 

Con relación a los principios de interpreta­
ción que observa el Tribunal para declarar la 
inconstitucionalidad de una norma, el códi­
go establece que el Máxin10 Intérprete de la 

Constitución considerará, además de lo dis­
puesto por la Carta de 1993, las leyes que 
dentro de ese marco se hayan dictado para 
determin·ar tanto la competencia o atribu­
ciones de los órganos estatales, así con10 
el cjercício de los derechos fundament_alcs. 
Asimismo, el Tribunal no podrá declarar la 
inconstitucionalidad de la ley si. luego de 
aplicar todos Jos métodos de interpretación, 
encuentra uno por el cual la n1isma norma 
guarda conformidad con las disposicíones 
constitucionales, lo que se conoce como la 
realización del principio de presunción de 
constitucionalidad~. 

No..<: quedaría en este breve repaso introducto­
rio comentar sobre !os plazos de prescripción 
en la acción de inconstitucionalidad y si tienen 
sentido en los procesos de protección a los de­
rechos fundamentales. Como sabemos, el pla­
zo de prescripción para la ley es de seis años y 
para los tratados de se,is meses. Si bien uno de 
los argumentos 1nás in1portantes que se aducen 
para los plazos de prescripción es la seguridad 
jurídica en un Estado Legal de Derecho, pen­
samos que en el Estado Constitucional debe 
empezar a cambiarse dicha apreciación, pues 
la seguridad juridica gira alrededor de Ja per­
sona y sus bienes hun1anos, como son los dere­
chos fundamentales; por eso, en el a1nparo no 
hay prescripción y tan1poco deberían existir en 
la acción de inconstitucional cuando se afectan 
derechos y libertades. 

Finalmente, el material contenído en esta edi­
ción especial tiene el objetivo de ayudar a 
con1prender los verdaderos alcances de una 
institución de garantía que, gr.1cias al avance 
del judicialisn10, posee un dinán1ico desarro­
llo jurisprudencia! producto de la labor de su 
Máximo Intérprete y sien1pre en el marco de 
un Estado Constitucional de Derecho.IR 

2 El nrtículo ~exlo del titulo preliminar del cU<ligo establece que '"[c]uando exista incomp~titiilidad ,_mtrc una norma 
constitucional y otra de inferior jerarquía. el juez detie preferir fa primera. siempre que ello oea relevante para resol­
ver !a contn¡ver>ia y no sea posible obtener una interpretación conforme a la Constitución'", 
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